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EL JUZGAMIENTO DE ADOLESCENTES INFRACTORES EN LA LEY PENAL 
COLOMBIANA1 
 







“Con la misma contundencia con la que defendemos los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
debemos defender el cumplimiento de los deberes de esta población”.  




El presente artículo realiza un análisis del sistema de responsabilidad penal para adolescentes 
(Ley 1098 de 2006), con el objeto de establecer si la legislación vigente responde con efectividad 
y eficacia a las trasgresiones a la ley penal cometidas por adolescentes. Se examina si es necesario 
realizar una reforma al sistema de justicia actual para lograr una mejor respuesta del Estado frente 
a las características personales del menor infractor.  
 
Para el desarrollo de éste análisis socio-jurídico se acudirá a los parámetros del método 
deductivo, por lo que se abordará en primer lugar  los convenios y tratados internacionales sobre 
justicia para adolescentes y a partir de ellos revisar el tratamiento que en la legislación colombiana 
ha tenido el tema antes de haber sido expedida la ley 1098 de 2006 que es el actual código de la 
infancia y la adolescencia, para finalmente determinar qué aspectos del procedimiento aplicable 
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deben ser modificados, atendiendo la realidad social de los adolescentes en conflicto con la ley 
penal colombiana.  
 
Así las cosas, este estudio concluye que es necesario valorar la situación del adolescente 
trasgresor en el Estado colombiano de manera individual, para determinar la gravedad del daño 
causado y el tratamiento que requiere.  
 





This article analyzes the system of criminal responsibility for adolescents - Law 1098 of 
2006, in order to establish whether the current legislation effectively and 
efficiently respond to transgressions committed by teenagers. It examines whether it is necessary 
to reform the current justice system to ensure better response of the State to the personal 
characteristics of juvenile offenders.  For the development of this socio-legal analysis will attend 
the parameters of the deductive method, which will be addressed primarily to the international 
conventions and treaties on justice for adolescents and from them to review the treatment that 
Colombian legislation has had the issue before it was issued the Law 1098 of 2006 which is the 
current code of childhood and adolescence to finally determine what aspects of the procedure 
should be modified, following the social reality adolescents in conflict with the Colombian 
criminal law.   So, this study concludes that it is necessary to assess the situation of the 
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transgressor adolescents in the Colombian State individually, to determine the severity of the 
damage and the judicial treatment required. 
 





La realidad social nos plantea la necesidad de concientizar a la nación de la existencia de 
derechos y deberes que favorecen a los niños, niñas y adolescentes, como se expuso en el 
documento realizado por la senadora Gilma Jiménez (2012), en proyecto de ley presentado en el 
año 2010 “En memoria de Kareen Manuela de dos años, torturada, violada y asesinada por un 
adolescente de 15 años, el 14 de septiembre de 2008 en San Pedro de los Milagros en Antioquía”.  
(p. 1.) 
 
Como lo expresa Pabón (2011), la Constitución Política de 1991, establece en el artículo 44, 
los derechos fundamentales de los niños: 
 
Gozaran también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y 
en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 
 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la 




Al vislumbrarse un trato igual, para adolescentes enfrentados con la ley penal que por primera 
vez tienen contacto con el sistema de responsabilidad penal, aun cuando su  conducta haya 
respondido, por ejemplo, a procesos psicológicos que se dan en esta etapa de su desarrollo para la 
aceptación de sus pares,  frente a otro adolescente que siendo parte de un grupo, pretende 
intimidar con su comportamiento a otro grupo social  y/o a la comunidad  asumiendo de manera 
reiterada comportamientos lesivos de los derechos de sus semejantes, generando caos y zozobra 
en su entorno, se hace necesario establecer distinción al momento de imponer la sanción, para que 
ésta sea proporcional al conducta cometida y al daño causado y atienda igualmente al proceso 
pedagógico que pretende el sistema. 
 
A pesar del avance,  la Ley 1098 de 2006, que señala penas leves para actos ilícitos cometidos 
por adolescentes, estableciendo una jurisdicción y un procedimiento especial, el Estado con miras 
a prevenir la reiteración de dichas conductas delictivas por parte de los mismos, ajustará el 
juzgamiento de los infractores con este especialísimo trato, a fin de someterlos a procedimientos 
diferenciados atendiendo la reincidencia del infractor y la gravedad del daño ocasionado en casos 
específicos.  
 
Para lograr este objetivo, se buscará: 
 
1. Analizar el contenido de los instrumentos internacionales que abordan el tema de los derechos 
de los adolescentes, el sistema de justicia para el adolescente infractor y el tratamiento 
aplicable al mismo. 
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2. Exponer el desarrollo legislativo en Colombia para determinar si éste se ha ajustado a los 
parámetros requeridos internacionalmente en el marco del bloque de constitucionalidad. 
3. Proponer la posibilidad de una reforma a la Ley 1098 de 2006 para ajustar el tratamiento que 
debe darse al adolescente infractor, dependiendo las condiciones subjetivas – primario o 
reincidente - y la gravedad del hecho y del daño causado. 
 
En este orden de ideas y para evidenciar la necesidad de la reforma legal que se pretende 
proponer y a efectos de concretar la problemática actual, se recurrió a las estadísticas recaudadas 
por La Fiscalía General de la Nación en la seccional Bogotá, en las que se consultó el número de 
menores judicializados como presuntos responsables de delitos que vulneran la Vida e Integridad 
Personal, la Libertad y el Pudor Sexual y el Patrimonio Económico, así como las cifras reportadas 
por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar frente a estos  aspectos y el consolidado de la 
Policía Nacional respecto a la situación presentada en el Distrito Capital. 
 
Es así que como resultado de la búsqueda efectuada en el ente acusador, se establecieron los 
siguientes datos de manera general, en donde se evidencia el crecimiento que ha tenido la 
comisión de conductas ilícitas por parte de adolescentes infractores en los últimos años en la 
capital del país, reflejando el incremento del accionar delictivo de los sujetos del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes. Veamos: 
 
 




Fuente: Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá. (2013). Bogotá.  
 
Finalmente, la revisión de la legislación penal vigente que rige el juzgamiento de 
adolescentes es indispensable, toda vez que si bien es una minoría de esta población, los que se 
ven inmersos en la comisión de conductas ilícitas, la sociedad debe tomar medidas para prevenir 
el incremento de esta problemática e impedir que el joven trasgresor continué por esta vía, al 
entender que la legislación que lo cobija es muy flexible, en tanto que, al ser procesado ante una 
justicia especializada que en realidad responda a los objetivos que el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes con las implicaciones respectivas y conservando la filosofía de protección 
integral de los adolescentes en los aspectos previstos en la legislación internacional, ejercerá 
coerción para disuadir la comisión de conductas delictivas. 
 
Por todo lo anterior será necesario determinar entonces, ¿es viable dar un trato diferencial a 
los adolescentes infractores atendiendo aspectos como la reincidencia, la gravedad del hecho y el 
daño causado? 
 
Para dar respuesta a este interrogante, fueron analizados los convenios internacionales que 
trazan parámetros relacionados con la edad mínima, derechos de adolescente infractor, 
10 
 
procedimiento aplicable al menor aprehendido entre otros aspectos, sin embargo, se advierte que 
no es viable generalizar o mantener los mismos estándares en todos los países y para todos los 
casos. 
 
1. ESTÁNDARES INTERNACIONALES PARA LA JUSTICIA JUVENIL 
 
1.1 Convención Sobre los Derechos del niño 
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1989 adoptó la 
Convención Sobre Los Derechos del Niño, ratificado por Colombia mediante la Ley 12 de 1991, 
cuyo objetivo primordial es la protecciòn de la infancia con fundamento en el reconocimiento de 
sus derechos y asistencia por parte del Estado. Es así como frente a la responsabilidad del niño 
que ha infringido la Ley penal, señala las siguientes pautas para los Estados Parte: 
 
Artículo 1.  Para los efectos de la presente convención, se entiende por niño todo ser 
humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable 
haya alcanzado antes la mayoría de edad. 
… 
 
Artículo 37. Los Estados Partes velarán porque: 
a. Ningún niño sea sometido a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. No se 
impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación 
cometidos por menores de 18 años de edad. 
11 
 
b. Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se utilizará tan solo como medida de último 
recurso y durante el periodo más breve que proceda. 
… 
d. Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia 
jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la 
privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e 
imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción. 
… 
Artículo 40.  
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha 
infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 
esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad 
y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de terceros y en la que se tenga en cuenta la edad del niño 
y la importancia de promover la reintegración del niño y de que  éste asuma una 
función constructiva en la sociedad.  
 
2. Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos 
internacionales, los Estados partes garantizaran, en particular que: 
a. Ningún niño sea considerado, acusado o declarado culpable de infringir las leyes 
penales por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o 
internacionales en el momento en que se cometieron. 
b. El niño considerado culpable o acusado de infringir las leyes penales tenga por lo 




i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la 
ley; 
ii) Que será informado sin demora y directamente de los cargos que pesan contra él 
y en casos apropiados por   intermedio de sus padres o sus representantes legales y 
dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y 
presentación de su defensa; 
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial 
competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en 
presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se 
considerare que ello fuere contrario al mejor interés superior del niño, teniendo en 
cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales… 
3. Los Estados Partes tomaran todas las medidas apropiadas para promover el 
establecimiento de leyes, procedimiento, autoridades e instituciones específicas para los 
niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o 
declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular, examinarán:  
a. El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los 
niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales.  
b. Siempre que sea apropiado y deseable la adopción de medidas para tratar a esos 
niños sin recurrir a procedimientos judiciales en el entendimiento de que se respetarán 
plenamente los derechos humanos y las garantías legales. (Ley 12 de 1991) 
 
De lo anterior se puede concluir, que la Convención exigió conceder o aún más reconocer a 
los niños, niñas y adolescentes su calidad de sujetos de derecho, motivó la revisión de las 
estructuras estatales que estaban vinculadas a través de diferentes formas con el desarrollo de este 
grupo de la población, para el caso que corresponde al presente trabajo, se hace referencia al 
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sistema de justicia, pues al ser reconocida la calidad de sujetos del derecho, era necesario revaluar 
el concepto de defensa técnica y material. 
 
El objetivo central de la normatividad citada es la protección del niño mediante el 
reconocimiento de las garantías procesales como: el principio de legalidad, la presunción de 
inocencia, el derecho de defensa, el derecho a guardar silencio y de la doble instancia, entre otras. 
 
Igualmente, impone la obligación a los Estados partes para que sea establecido un sistema 
especializado de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones destinados a la judicialización 
de los menores de edad en conflicto con la ley penal. 
 
Dentro de los propósitos contenidos en el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño
4
, Florentín Meléndez (2012) indica: 
 
Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos 
que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin 
distinción alguna, por ejemplo, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
 
Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones 
Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencias especiales. 
(p. 147.) 
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Colombia, firmó la Convención Sobre los Derechos del Niño, el 26 de enero de 1990, ratificó 
el 28 de enero de 1991, entrando en vigor el 27 de febrero de 1991, coincidiendo con el año de 
promulgación de la Constitución Política.  
 
1.2 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
 
Los Estados americanos, reunidos en San José (Costa Rica), el 22 de noviembre de 1969, 
reconocen los derechos del hombre como atributo a la persona sin distinción alguna y por esta 
razón se hace necesaria la protección internacional de los mismos complementando la legislación 
interna de cada Estado. En relación con la justicia de menores es aplicable en los siguientes 
aspectos por ella establecidos: 
 
Art. 6….5.No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de 
menos de 18 años de edad… 
 
Art. 10…..2.b. Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 
enjuiciamiento.    
3. El régimen penitenciario, consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 
reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán 






Art. 14.1. ……; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 
excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario...            
 
Art. 14….4.  En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se 
tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 
(Meléndez, 2012, p. 154-157)  
 
Convención ratificada por el Estado Colombiano mediante la Ley 16 de 1972,  llamado 
también Pacto de San José, en el que los Estados Parte,  adquieren el compromiso de respetar los 
derechos y libertades reconocidos en la Convención y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
todas las personas sujetas a su jurisdicción, sin discriminación alguna.  
 
1.3 Resoluciones de las Naciones Unidas 
 
1.3.1 Las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil  
 
Las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 
(adoptadas por la Asamblea de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1990), conocidas como 
Directrices del Riad (Resolución 45/112), exhortan a los Estados la formulación de planes 
generales de prevención por parte del gobierno, así como la promulgación y aplicación de leyes 
contra la victimización, los malos tratos, la explotación de niños y jóvenes y su utilización para 
actividades delictivas, es así como a partir de la regla 52, insta a los Estados parte a: 
 
52. Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales para 




53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victimización, los malos 
tratos y la explotación de los niños y jóvenes, así como su utilización para actividades 
delictivas.  
 
54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de corrección o castigo severos o 
degradantes en el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución. 
…  
 
56. A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminalización de 
los jóvenes, deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que no sea 
considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto se considere delito ni 
sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven.  
 
57. Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un 
órgano análogo independiente para los jóvenes que garantice el respeto de su condición 
jurídica, sus derechos y sus intereses, así como la posibilidad de remitir los casos a los 
servicios disponibles. El mediador u otro órgano designado supervisaría además la 
aplicación de las Directrices de Riad, las Reglas de Beijing y las Reglas para la 
protección de los menores privados de libertad. El mediador u otro órgano publicaría 
periódicamente un informe sobre los progresos alcanzados y las dificultades 
encontradas en el proceso de aplicación. Se deberían establecer también servicios de 
defensa jurídica del niño.  
 
58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la ley y de 
otras funciones pertinentes para que pueda atender a las necesidades especiales de los 
jóvenes; ese personal deberá estar al corriente de los programas y posibilidades de 
remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo posible con el fin de 




59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para proteger a los niños y a 
los jóvenes del uso indebido de drogas y de los traficantes de drogas. 
 
60. Se procurará fomentar la interacción y coordinación, con carácter multidisciplinario 
e intradisciplinario, de los organismos y servicios económicos, sociales, educativos y de 
salud con el sistema de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad 
y al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y deberán establecerse los mecanismos 
apropiados a tal efecto.  (Naciones Unidas Derechos Humanos, 1990)  
 
En síntesis, estas reglas conminan a los Estados para que constituyan leyes y procedimientos 
especiales y adecuados para la prevención de la delincuencia juvenil, atendiendo al principio de 
legalidad aplicable a adultos y jóvenes; es importante resaltar que debe existir un organismo que 
garantice el respeto por los derechos de los jóvenes en conflicto con la ley en cada etapa procesal.  
 
Así mismo resalta la necesidad de contar con personal capacitado y especializado, en cada 
uno de los estamentos que interactúen en el sistema de justicia juvenil prestando servicios al 
menor de edad y a la comunidad, con el objeto de prevenir la delincuencia juvenil 
 
1.3.2 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de 
Menores  
 
La Organización de las Naciones Unidas, en asamblea del 28 de noviembre de 1985, adoptó 





1.5 Se aplicarán según el contexto de las condiciones económicas, sociales y culturales 
que predominan en cada uno de los Estados miembros. 
… 
 
2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las 
definiciones siguientes en forma compatible con sus respectivos sistemas y conceptos 
jurídicos:   
a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser 
castigado por un delito en forma diferente a un adulto;   
b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con arreglo al 
sistema jurídico de que se trate; y    
c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un 
delito o se le ha considerado culpable de la comisión de un delito.    
2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas 
y disposiciones aplicables específicamente a los menores delincuentes, así como a los 
órganos e instituciones encargados de las funciones de administración de la justicia de 
menores, conjunto que tendrá por objeto:   
 a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo 
tiempo proteger sus derechos básicos;   
b) Satisfacer las necesidades de la sociedad;   
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas…. 
  
4. Mayoría de edad penal 
4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad penal con 
respecto a los menores, su comienzo no deberá fijarse a una edad demasiado temprana 
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habida cuenta de las circunstancias que acompañan a la madurez emocional, mental e 
intelectual. (Naciones Unidas Derechos Humanos, Reglas de Beijing, 1985) 
 
Señaló los objetivos de la justicia de menores en el numeral 5 y 5.1., de la siguiente 
manera: 5.1.  El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de estos y 
garantizará que cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo momento 
proporcionada a las circunstancias del delincuente y del delito. (Naciones Unidas 
Derechos Humanos, Reglas de Beijing, 1985) 
 
Dentro de los parámetros establecidos por las reglas de Beijín, es importante resaltar la regla 
No.10, que señala pautas para la investigación y procesamiento del menor infractor, determinando 
en síntesis lo siguiente: 
10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmediatamente a 
sus padres o su tutor, y cuando no sea posible dicha notificación inmediata, se notificará 
a los padres o al tutor en el más breve plazo posible.    
10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la posibilidad 
de poner en libertad al menor.    
10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada caso, se 
establecerán contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y el 
menor delincuente para proteger la condición jurídica del menor, promover su bienestar 
y evitar que sufra daño. (Naciones Unidas Derechos Humanos, Reglas de Beijing, 
1985) 
 
El aporte que realizan las reglas Beijing, en torno a la justicia de menores como parte de la 
justicia social, tendiente a la prevención del delito y de la delincuencia juvenil e igualmente en 
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relación con los parámetros para establecer límite de edades no estrictos, dejando a cada Estado 
parte, en la libertad de fijar la edad penal, exhortándolos para que ésta no sea temprana.  
 
Propugna para que el sistema de responsabilidad de los adolescentes en conflicto con la ley 
penal, sea acorde con cada menor delincuente y el hecho, determinado por el respeto a las 
garantías procesales en cada una de sus fases.  
 
A partir del análisis de los documentos internacionales citados, se debe identificar que existe 
unanimidad en cuanto al respeto por la vida, especialidad del procedimiento, personal calificado, 
separación en el tratamiento de los menores procesados, así como la celeridad que debe 
imprimirse a los trámites judiciales. 
 
Normatividad que se incorpora a nuestra legislación, en virtud del artículo 93 de la 
Constitución Política, que establece:  
 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno. 
 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con 
los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 




Jurisprudencial y doctrinalmente, se ha denominado a esta enunciación Bloque de 
Constitucionalidad, explicado por la Corte Constitucional en Sentencia C-203 de 2005.:  
 
…Aquella unidad jurídica compuesta por...normas y principios que, sin aparecer 
formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros 
del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 
integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 
situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos 
de reformas diversas al de las normas del articulado constitucional strictu sensu. 
 
Concepto que permite, incorporar la normatividad internacional citada en relación con el 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes, constituyéndose en consecuencia que los 
tratados y convenios suscritos por el Estado  Colombiano, hacen parte de la legislación nacional. 
 
Así las cosas y a partir de cada uno de los distintos instrumentos de carácter internacional 
mencionados, puede afirmarse, que es generalizada la necesidad para que los menores en conflicto 
con la ley penal, al ingresar al sistema judicial, tengan derecho a un juzgamiento especializado, 
por lo que  se constituye en una convocatoria a los Estados parte para que en la adopción de 
medidas se atienda a la especialidad tanto de la ley procedimental y los organismos 






2. SISTEMA LEGISLATIVO COLOMBIANO PARA MENORES INFRACTORES 
 
2.1 Evolución Histórica del Tratamiento Normativo en Colombia hasta el 2006 
 
El adolescente  infractor ha sido objeto de tratamiento legislativo desde el siglo XIX en 
nuestro país, atendiendo la necesidad de reglamentar el procedimiento que debía seguirse frente a 
sus actos y por ello en 1837 fue expedido el llamado Código de Santander, en el cual entre otros 
temas, se refleja la filosofía de la época al considerar al menor de 7 años que trasgredía la ley 
como absolutamente inimputable, quienes se encontraban entre los 7 y 10 años eran sometidos a 
medidas correctivas por parte de sus padres y amonestados por la autoridad, en tanto que aquellos 
que no fueran mayores de 17 años y atendiendo a su conducta anterior, se remitían a una casa de 
reclusión por el tiempo determinado por el Juez. 
 
Ya en el siglo XX frente a una nueva situación social y evolución jurídica respecto del menor 
de cara al proceso penal, a través de la Ley 98 de 1920, se crearon los Jueces de Menores, cuya 
función principal era determinar la consecuencia específica que debían afrontar los menores con 
problemas de conducta, considerando inimputables a quienes se encontraban entre los 7 y 17 años, 
conceptos que fueron incluidos en el Código de Procedimiento Penal de 1936. (Ley 95 de 1936) 
 
A mediados del siglo XX se presenta un avance en la legislación nacional que reflejó el 
modelo educativo que regía internacionalmente respecto al trato que debía otorgarse a los menores 
infractores. Es así como la Ley 83 de 1946 creó la jurisdicción de menores, los cuales siguiendo el 
modelo señalado se consideraron responsables frente a sus actos que vulneraban los bienes 
jurídicos tutelados en la ley penal, tanto así que fueron instituidos establecimientos propios para 
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su reeducación, contando con apoyo de grupos interdisciplinarios que aplicaban medidas de 
asistencia y protección, así: 
 
Artículo 5o. El personal del Juzgado de Menores será el siguiente: 
a) Un Médico Psiquiatra, que será escogido por el Juez de Menores, de terna pasada por 
el Consejo Nacional de Protección Infantil, que tendrá un sueldo mensual de trescientos 
pesos ($ 300).  
b) Un Promotor-Curador de Menores, con trescientos pesos ($ 300) mensuales.  
c) Un Secretario, con doscientos cincuenta pesos ($ 250) mensuales.  
d) Un Oficial de Estadística, con doscientos pesos ($ 200) mensuales.  
e) Un Escribiente, con ciento cincuenta pesos ($ 150) mensuales.  
f) Dos Delegados de Estudio y Vigilancia, con ciento ochenta pesos ($ 180) mensuales 
cada uno, que serán escogidos por el Juez, de lista pasada por el Consejo Nacional de 
Protección Infantil. 
 
El Promotor-Curador de Menores será nombrado por el Gobierno; el Secretario, el 
Oficial y el Escribiente serán de libre nombramiento y remoción del Juez de Menores. 
Los Juzgados que hayan ventilado en el año de 1945 más de tres mil (3.000) casos, 
tendrán un Delegado de Estudio y Vigilancia más por cada quinientos (500) casos de 
exceso sobre la cifra de tres mil (3000), con la misma asignación. El Gobierno dictará el 
decreto correspondiente. 
 
Artículo 6o. Son funciones del Médico Psiquiatra: estudiar los menores que le fueren 
enviados por el Juez, en estudio médico general y psiquiátrico, y proponer al Juez las 
medidas que estime más convenientes para la salud mental y física de tales menores, 
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como el internamiento en la casa de observación, el envío a un hospital o centro de 
protección, la separación de la familia, etc., y hacer a las personas de la familia de los 
menores las visitas médicas que ordenare el Juez de Menores. El Médico destinará 
diariamente, al servicio del Juzgado no menos de dos horas en la mañana y dos en la 
tarde. 
… 
Articulo 12.  En caso de que un menor de diez y ocho años sea sorprendido en flagrante 
delito, o aparezca plenamente comprobado el cuerpo del delito y resultare por lo menos 
una declaración de testigo que ofrezca serios motivos de credibilidad conforme a las 
reglas de la crítica del testimonio, o graves indicios de que el menor es el autor o 
participe del hecho que se investiga, será presentado ante el Juez de Menores en el 
menor tiempo posible si el hecho ocurrió en el municipio en donde reside este 
funcionario. 
 
Si el hecho ocurrió en otro municipio o en cualquier corregimiento, el funcionario de 
policía iniciará inmediatamente la investigación de la infracción. En este caso deberá el 
funcionario: 
1o. Dar noticia inmediata por medio del telégrafo, o si no lo hubiere, por correo, al Juez 
de Menores sobre la iniciación de las diligencias; 
2o. Allegar a las diligencias la copia del acta de nacimiento; 
3o. Asegurar la comparecencia del menor, al que nunca podrá detenerse en las cárceles 
comunes, sino que será depositado, bajo fianza, en poder de sus padres o parientes o de 
otras personas que quieran recibirlo; 
4o Alojarlo convenientemente, si no fuere posible el depósito anterior, en lugar seguro e 




Con el transcurso del tiempo y ante el panorama previsto en la conducta del menor infractor, 
el legislador se vio en la necesidad en el año 1964 de entrar a diferenciar el trato que debía 
adoptarse respecto de los menores de 12 años y  de quienes se encontraban entre los 12 y 18 años 
de edad, evidenciándose que en cada caso debía ser atendido por una autoridad diferente, para los 
primeros eminentemente administrativo, en tanto que para los segundos la competencia radicaba 
en los Jueces de Menores. El procedimiento administrativo fue avocado por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, a través de los defensores de familia, creado mediante le Ley 
75 de 1968.  
 
Continuando con la visión de un Estado proteccionista y garantista de los derechos de los 
menores, en 1989 se expide el Decreto 2737 conocido como Código del Menor, que básicamente 
retrotrae los avances frente a la responsabilidad penal que se le había conferido al menor infractor, 
para denominarlo nuevamente como inimputable, siendo uno de los aspectos a tener en cuenta 
para ubicarlo en una situación irregular, al considerarlo equivalente a un menor en condiciones de 
abandono o peligro, con insatisfacción de necesidades básicas o con deficiencia física, sensorial o 
mental, entre otros, por lo que el menor de 18 años debía acudir ante la Jurisdicción de Menores o 
ante el Juez Promiscuo de Familia, quienes decidían si debía recibir una sanción, siendo la mínima 
la amonestación, indicando: 
 
ARTÍCULO 30. Un menor se halla en situación irregular cuando: 
 
1. Se encuentre en situación de abandono o de peligro. 
2. Carezca de la atención suficiente para la satisfacción de sus necesidades básicas. 
3. Su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo administren. 
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4. Haya sido autor o partícipe de una infracción penal. 
5. Carezca de representante legal. 
6. Presente deficiencia física, sensorial o mental. 
7. Sea adicto a sustancias que produzcan dependencia o se encuentre expuesto a caer en 
la adicción. 
8. Sea trabajador en condiciones no autorizadas por la Ley. 
9. Se encuentre en una situación especial que atente contra sus derechos o su integridad. 
(Decreto 2737 de 1989) 
 
En relación con el decreto 2737 de 1989, la Corte Constitucional, en decisión de Sentencia C-
203 de 2005, indicó: 
 
4.5.5.2. Otro pronunciamiento de la Corte Constitucional relevante para el asunto que se 
revisa es la sentencia C-817 de 1999 (M.P. Carlos Gaviria Díaz). En este caso se 
demandaban algunas disposiciones del Código del Menor que establecían como facultativa 
la intervención del apoderado en los procesos penales adelantados contra menores de edad, 
argumentando que con ello se violaban los artículos 29 y 13 de la Carta.  
 
La Corte recordó, como primer paso, que “los procesos contra menores de edad por la 
comisión de hechos punibles difieren –en el enunciado- de los que se adelantan contra las 
demás personas, solamente en cuanto a su finalidad, pues –según la letra de la ley- en el 
evento de ser declarados responsables no se les impone una sanción penal sino medidas 
correctivas destinadas a lograr su rehabilitación, readaptación y reeducación. Tales 
procesos no son entonces, de carácter represivo sino esencialmente tutelar y tienen como 
fundamento la protección especial del niño y la prevalencia del interés superior del 




También explicó en este sentido que “los menores, que son tanto los niños como los 
adolescentes, se consideran inimputables frente a la ley penal, hasta los dieciocho (18) 
años, es decir, que no pueden ser declarados responsables de un hecho punible ni 
sometidos a medida o sanción penal como consecuencia de su realización, sino protegidos 
y educados de acuerdo con su situación personal o sociofamiliar”. 
 
Igual situación frente al infractor de la ley penal, fue considerada en la Ley 100 de 
1980: 
  Artículo 31 - Concepto.  Es inimputable quien en el momento de ejecutar el hecho 
legalmente descrito, no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse 
de acuerdo con esa comprensión, por inmadurez psicológica o trastorno mental. 
 
2.2  Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y la Adolescencia” 
 
Con la expedición de la Constitución Política en 1991 que determino que Colombia es un 
Estado Social de Derecho, cuyos valores esenciales son: El respeto a la dignidad humana, al 
trabajo y la solidaridad y prevalencia del interés general, que deben verse reflejados en la 
protección de los derechos fundamentales, partiendo del reconocimiento de la familia como 
núcleo fundamental de la sociedad, el artículo 44 de dicha normatividad, que señala: 
 
Son derechos fundamentales de los niños: La vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra 
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toda forma de abandono, violencia y la adolescencia fisica o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. 
Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las 
Leyes y en los Tratados Internacionales ratificados por Colombia.(Pabón, 2011, p. 
55.) 
 
En desarrollo de este mandato constitucional fue expedida la Ley 1098 del 8 de noviembre de 
2006, como respuesta a los tratados y convenios internacionales que integran el bloque de 
constitucionalidad, por cuanto a dicho nivel la posición legal del menor infractor está dada por el 
modelo de responsabilidad, cuyo objetivo es llevar a ese menor …con el sentido de desvalor 
social de su comportamiento, o sea educar, en la responsabilidad…. (Martínez, 2010 p.307) 
 
Es así como en el Libro Segundo de la mencionada Ley se establece el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes y procedimientos especiales para cuando los niños, niñas 
y adolescentes, son víctimas de delitos. Como un gran avance histórico, se determinó que las 
personas que tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer un delito, 
están sometidas a una justicia especializada, atendiendo procedimientos de la Ley 906 de 2004, es 
decir, se reconoce nuevamente su condición de plena capacidad de responder por sus actos ante 
una autoridad judicial, con implicaciones que afectan inclusive su libertad, pero que en algunos 
casos resultan benévolas frente a la gravedad de su actuar. 
 
Para mayor claridad en cuanto al trámite que se adelanta atendiendo las disposiciones de la 
ley 1098 de 2006 en concordancia con la ley 906 de 2004, se visualiza en el siguiente esquema, en 
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el que se observa cada una de las etapas del procedimiento establecido en la ley 906 de 2004 que 
fue ajustado a las disposiciones internacionales para los casos seguidos en contra de adolescentes 
en conflicto con la ley penal. 
Se observa en dicho trámite que se regulan los delitos que son perseguibles de oficio y los 
querellables, incluyendo la intervención del defensor de familia  
 
Figura 1. Procedimiento Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes
OCURRENCIA DEL HECHO
N.U.N.C: QUERELLA, DENUNCIA O PETICIÓN ESPECIAL. ART. 171. C.I.A
APREHENSIÓN EN FLAGRANCIA
ACTOS URG: INF. FISCAL, DEF FAMILIA, DEF PÚBLICO, MIN 
PÚBLICO, REPRESENTANTE LEGAL INFORME EJECUTIVO
ENTREGA AL FISCAL
CONCEDE LIBERTAD. ART. 
302 C.P.P
SOLIC. AUDIENCIA PRELIMINAR-JUEZ PENAL 
MUNIC. CON FUNCIÓN CONTROL DE GARANTÍAS
REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. ART. 
522 C.P.P
ACTIVIDADES DE INDAGACIÓN 
ART. 200 ss C.P.P
DESISTIMIENTO ART. 77 
C.P.P Y 173 C.I.A
PPIO DE OPORTUNIDAD ART. 
174 C.I.A-no reglamentado-
FORMULACIÓN IMPUTACIÓN 
ART. 286 ss C.P.P 
SOLICITUD MEDIDA DE INTERNAMIENTO 
PREVENTIVO ART.181 C.I.A (> DE 16)
NO ACEPTA CARGOS 
ESCRITO DE ACUSACIÓN 
ART. 336. C.P.P
ACEPTA CARGOS  ART. 
157 C.I.A
JUEZ PENAL DEL CIRCUITO CON 
FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO
AUDIENCIA IMPOSICIÓN 
SANCIÓN (Defensor de Familia, 
Fiscal, Defensor Público)
AUDIENCIA LECTURA DE 
SANCIÓN 
SANCIÓN ART. 177 C.I.A 
AMONESTACIÓN, IMPOSICIÓN REGLAS DE CONDUCTA, LIBERTAD ASISTIDA, UBICACIÓN 
INSTITUCIONAL. ART. 204 C.I.A.
AUDIENCIA FORMULACIÓN 
ACUSACIÓN ART. 338 C.P.P
AUDIENCIA PREPARATORIA 
ART. 355 C.P.P





INFRACTOR < 14 AÑOS. TRAM ADM. 
ICBF. ART. 142 C.I.A
INFRACTOR > 14 AÑOS. POL VIGILANCIA ENTREGA 
A PJ INFANCIA Y ADOL. ICBF. ART. 145 Y 191 C.I.A
 
En cuanto al procedimiento es garantista al aplicarse los principios previstos en el Código de 
Procedimiento Penal actual e igualmente al no sancionarse su conducta, sin que previamente se 
evalúe tanto al infractor para declarársele responsable penalmente y determinar las consecuencias 
legales de su comportamiento delictivo, atendiendo   a su entorno y circunstancias que hayan 
incidido en la comisión de la conducta. 
30 
 
El Código de la Infancia y la Adolescencia, reflejando los acuerdos internacionales que 
regulan el tema de la investigación y juzgamiento de menores infractores ha previsto que las 
medidas que deben adoptarse respondan a un nuevo concepto de protección integral, en el cual el 
adolescente es sujeto de derechos y deberes y en lo que hace relación al sistema de 
responsabilidad penal es reconocida su capacidad para responder penalmente – comprende sus 
actos- y les son reconocidas las garantías del debido proceso contenidas en la ley 906 de 2004, por 
remisión del artículo 144 del código de la infancia y la adolescencia, como se analizará más 
adelante. 
 
Estos denominadores comunes en el desarrollo de los adolescentes y efectuado el análisis 
tanto del desarrollo histórico nacional e internacional, se observan en la Ley 1098 de 2006 a partir 
del artículo 139, el legislador pretendió hacer efectivos los principios de los convenios 
internacionales para regular el tratamiento frente a la justicia penal en la que se encuentran 
incursos los adolescentes infractores: 
 
Articulo 139. Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. El sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes es el conjunto de principios, normas, 
procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o 
intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que 
tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible. 
(Ley 1098 de 2006) 
 
No obstante la intención del legislador,  en el artículo 144 se hace remisión expresa a las 
normas consagradas en la Ley 906 de 2004, esto es, al código de procedimiento penal aplicable a 
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los adultos involucrados en conductas delictivas, realizando una excepción general respecto a la 
inaplicación de procedimientos que afecten el interés superior de niños, niñas y adolescentes 
infractores, evidenciándose que no existe un procedimiento específico y diferencial para los 
mismos, acorde con lo regulado internacionalmente, veamos: 
 
Artículo 144. Procedimiento Aplicable. Salvo las reglas especiales de procedimiento 
definidas en el presente libro, el procedimiento del sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes se regirá por las normas consagradas en la Ley 906 de 2004 (Sistema 
Penal Acusatorio), exceptuando aquellas que sean contrarias al interés superior del 
adolescente. (Ley 1098 de 2006) 
 
Es por esta situación, que cobra validez esta propuesta, al advertirse la imperiosa necesidad 
de crear una reforma a nivel legislativo, que de manera seria conduzca a encaminar y aplicar un 
procedimiento con las características ya señaladas en los procesos de investigación, juzgamiento y 
sanción de los adolescentes enfrentados con la ley penal, atendiendo los principios de la 
normatividad internacional. 
 
Si bien en el contexto internacional, no existe unanimidad frente a muchos aspectos 
relacionados con el tratamiento de los adolescentes en conflicto con la ley, tema resaltado por la 
Corte Constitucional en Sentencia C-203 en pronunciamiento del año 2005, insertó información 
en la que se evidencia que  no  en todos los Estados, se ha optado por diferenciar el trato que se da 
por parte del sistema judicial al adolescente infractor, partiendo no solo de la edad, sino de la 




País Edad mínima a partir de la 
cual existe responsabilidad 
penal y se aplica el derecho 
penal de menores 
Edad a partir de la cual 
existe responsabilidad 
penal adulta y se aplica el 
derecho penal ordinario 
Alemania 14 18/21 































Países Bajos 12 18/21 







República Checa 15 18 
Rumania 16/18 16/18/21 
                                                          
5
  Los límites de edad varían según las diferentes jurisdicciones de Australia; en Victoria y en Queensland el límite es 
de 17 años, mientras que en Commonwealth, Australian Capital Territory, Northern Territory, New South Wales, 
South Australia, Western Australia y Tasmania el límite es de 18 años. 
6
  Únicamente para delitos de tránsito. 
7
  Únicamente para delitos graves. 
8
 Únicamente sanciones y medidas de tipo educativo, incluido el cuidado residencial cerrado. 
9
  Únicamente para delitos graves. 
10
  Mayoría de edad penal para efectos de detención/privación de la libertad. 
11
 Mayoría de edad penal para efectos de detención/privación de la libertad. 
12
  Únicamente para delitos graves. 
13
  Únicamente para delitos graves. 
14
  Únicamente para homicidio. 
15
 No hay responsabilidad penal stricto senso, sino únicamente aplicación de la Ley de Bienestar Juvenil (Juvenile 
Welfare Law). 
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        Fuente: Autoría Propia – Información tomada de la Sentencia C 203 de 2005.  
4.4.3 De esta manera, e independientemente del punto en el cual se fije el límite inferior 
para la atribución de responsabilidad penal, es claro que en la totalidad de los sistemas 
jurídicos reseñados existe un sistema especial para el tratamiento de los menores de 
edad que incurren en infracciones a la ley penal. En otras palabras, en todos estos 
sistemas se admite la posibilidad de que los menores de edad sean responsables por 
infringir la ley, y se establecen disposiciones jurídicas específicas para garantizar que 
recibirán el tratamiento diferente y específico que requieren por su condición de niños o 
adolescentes en proceso de formación. (Sentencia C- 203 , 2005)  
 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, se hace necesario como advirtió la Corte 
Constitucional, realizar un análisis de la legislación vigente, para el juzgamiento de adolescentes, 
en relación con el procedimiento especial y especifico en que debe adelantarse el mismo, 
reconociendo el avance realizado por el legislativo a través de la Ley1098 de 2006. 
 
Sin embargo, la realidad conduce a examinar después de seis años de vigencia del Código de 
la Infancia y la Adolescencia, si los propósitos de expedición del mismo, en lo que hace relación 
                                                          
17
 Únicamente se aplica una mitigación de la sentencia a menores de edad, pero no dentro de un sistema específico de 
responsabilidad penal juvenil. 
18
 Únicamente se aplican medidas protectivas y educativas, no punitivas. 
19
  Mayoría de edad penal para efectos de detención/privación de la libertad. 
20
  Únicamente para delitos graves. 
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al sistema de responsabilidad penal para adolescentes, se ha cumplido y respondido a la realidad 
de los adolescentes infractores.  
 
Para determinar el actuar delictivo de los adolescentes en conflicto con la ley penal en 
Colombia y la necesidad de hacer realidad el carácter pedagógico y específico referido, las 
estadísticas consultadas arrojan información relacionada con conductas contra la integridad 
sexual, patrimonio económico y la vida e integridad personal. Si bien el sistema penal acusatorio 
para adolescentes, solo empezó a regir en el año 2008 de manera gradual en el territorio 
colombiano, la Fiscalía General de la Nación receptora de denuncias, cuenta con la siguiente 
información, para la ciudad de Bogotá: 
Gráfica 2. Entre el 2005 y el 2013 se cometieron los siguientes delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual   
 





Ahora bien, en lo que hace relación para el mismo periodo, pero en delitos contra el 
patrimonio económico, libertad individual y contra la vida e integridad personal se tiene:  
 




Fuente: Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá, 2013. 
 
Ante el anterior panorama se hace necesario establecer además de ese procedimiento 
específico y diferenciado en relación con los adultos, un trámite igualmente diferenciado para el 
tratamiento entre los adolescentes infractores primarios y reincidentes, así como para aquellos que 
incurran en conductas graves,  pues si bien se reconoce al adolescente como una persona que se 
encuentra en evolución que no ha culminado su desarrollo, es apenas lógico concluir que dicho 
comportamiento debe analizarse en casos específicos.  
 
Como sustento de la reflexión anterior, se tiene que el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, en el documento denominado Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
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Consolidado Nacional, realizó un análisis comparativo de marzo de 2007 a 30 octubre de 2014, en 
el que se cuantifican los casos presentados en este periodo, los delitos, edades y genero de los 
menores involucrados, así como las sanciones impuestas. En las siguientes gráficas se evidencia 
con mayor claridad el panorama del sistema de responsabilidad penal para adolescentes: 
 
Grafica 4. Histórico de caso por año  
 
 
Fuente: Instituto de Bienestar Familiar. (2014). Subdirección de responsabilidad penal consolidado 




En el entendido que la Ley 1098 de 2006, entro en vigencia desde el año 2007 de manera 
gradual a nivel nacional, se observa en la información consolidada por el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar que la tendencia a partir de ese año a 2013 es de un notorio incremento entre 
2008 y 2011, significando que el procedimiento y su resultado no cumplieron con el objetivo 
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pedagógico pretendido por la ley  e igualmente con la falta de capacidad de la misma para disuadir 
comportamientos delictivos en esta población. 
 
Al tabular la información relacionada con los delitos de mayor ocurrencia, cometidos por 
adolescentes desde el año 2007, se encontró que existe un alto porcentaje respecto de los delitos 
denominados de mayor gravedad que corresponden a 39% hurto, trafico, fabricación o porte de 
estupefacientes 30%, lesiones personales 9%, fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 
municiones 7%, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales 4%, daño en bien ajeno 
3%, homicidio 2%, violencia contra servidor publico 2%, lo que gráficamente se concreta así: 
 









Fuente: Instituto de Bienestar Familiar. (2014). Subdirección de responsabilidad penal consolidado 




En el año 2011, como respuesta a la criminalidad que se presentaba fue expedida la ley 1453 
denominada Ley de seguridad ciudadana, que aumento las penas para los denominados delitos de 
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mayor gravedad, los que generaban privación de la libertad, incidiendo en las sanciones en las que 
se verían incursos los adolescentes en conflicto con la ley penal, de esta manera fue consolidado 
por el Bienestar Familiar: 










Fuente:  Bienestar Familiar. (2013). Sistema de responsabilidad penal para adolescentes Consolidado 




Acorde con el reporte de bienestar familiar en el periodo consolidado entre marzo de 2007 y 
diciembre de 2013, la comisión de delitos realizados por hombres equivale a un 88% y en mujeres 
al 12%, realizando un comparativo de incidencia delitos por edades concluyendo que la comisión 



























Fuente: Instituto de Bienestar Familiar. (2014). Subdirección de responsabilidad penal consolidado 




Por todo lo anteriormente analizado, se hace necesario plantear una revisión al libro segundo 
título 1º de la ley 1098 de 2006 en lo relacionado con el sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, en el entendido que la respuesta por parte del Estado a través de los organismos que 
intervienen en el tratamiento del adolescente infractor, en realidad se ajuste a la cotidianidad de 
estos y hagan más efectivos los fines exigidos por la comunidad internacional en lo relacionado 




3. ANÁLISIS CRÍTICO Y RECOMENDACIONES SOBRE EL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 
 
3.1 Algunos Aspectos Cuestionables del Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes (Ley 1098 de 2006) 
 
Las estadísticas reflejan un aumento significativo en la participación de adolescentes en 
conductas delictivas, lo que ha generado al interior de la sociedad inconformidad frente a la 
respuesta estatal, surgiendo sentimientos de incredulidad respecto de la aplicación y efectividad de 
la ley y concretamente en relación con el sistema de responsabilidad penal para adolescentes,  
entendido como:  
 
Conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y 
entes administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento  de delitos 
cometidos por personas que tengan entre 14 y 18 años al momento de cometer el hecho 
punible. (Ley 1098 de 2006, Art. 139.)  
 
Así mismo al tenor del artículo 140 de la misma Ley, debe atender a unas pautas 
internacionales que propugnan porque las medidas que se tomen dentro del proceso sean de 
carácter pedagógico, especifico y diferenciado respecto del sistema de adultos, sin perder de vista 
que el objetivo central, el cual es garantizar la justicia restaurativa, la verdad y reparación del 
daño,  privilegiando el interés superior del niño acorde con el mandato constitucional, es preciso a 
partir de las cifras presentadas en el anterior acápite,  determinar las falencias  que han llevado a 
que contrario a lo esperado, la ley no ha cumplido con los objetivos planteados. Pues al pretender 
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ser pedagógico el tratamiento que se ha venido dando a los adolescentes infractores, el aumento 
de la criminalidad, no permite concluir el cumplimiento de dicho objetivo, es así como para el 
caso de Bogotá, según cifras de la policía nacional, se tiene: 
 
Gráfica 8. Sistema de responsabilidad penal para adolescentes por Edad enero-diciembre 2014    
 
Fuente: Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. (2004). Sistema de responsabilidad penal para adolescentes en 




El 77% de los adolescentes que reinciden corresponden a las edades de 16 y 17 de años, no 
obstante el 21.19% (447) de ellos son entre 14 y 15 años.   
 
Las cifras hacen referencia al año 2014, respecto de los adolescentes que reinciden en el 
ingreso al sistema de responsabilidad penal y permite señalar que  es evidente la reiteración en 
conductas punibles en los adolescentes que se encuentran entre los 16 y 17 años de edad,  
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indicando con ello que a pesar de conocer el sistema o mejor aún que  son conscientes de la 
consecuencias jurídicas de su actuar frente a ley penal, la respuesta del Estado es débil y no 
desestimula el actuar delictivo. 
En este sentido, frente a la cuantificación así presentada solo para Bogotá, se vislumbra que el 
carácter pedagógico del sistema está presentando falencias pues no cumple con su objetivo 
primordial en lo relacionado con la enseñanza del respeto por la ley, pues de lo contrario, el 
adolescente infractor, no recaería en nuevas situaciones de ilegalidad,  quedando  como teoría los 
fines pedagógicos de la norma,  pues la reincidencia implica que a pesar de haber sido  parte del 
sistema penal, su experiencia no motivo un cambio. 
Las trasformaciones psicológicas de los adolescentes, se ven influidas por el ambiente 
familiar, social y cultural por lo que entre personas de la misma edad pueden presentarse 
diversidad de matices, según el medio en el que desarrollen sus vivencias, lo que implica que la 
respuesta frente a conductas ilicitas no debe ser la misma, atediendo la reincidencia o no en la 
comisión de delitos, la frecuencia e intensidad en el dolo que se despliega para su comisión, 
siendo preciso actualizar y contextualizar la legislación para el tratamiento de los reincidentes, 
aspecto que es posible dando cumplimiento a los principios que caracterizan el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes. 
 
En este orden de ideas, se hace necesario distinguir la situacion de niños, niñas y adolescentes 
infractores de la ley penal, frente  a conductas que causan gran impacto social y en relación con 
las que el Estado continua tratando al infractor reincidente como un adolescente más, cuando en 
realidad no ha respondido a las sanciones que con fines pedagogicos que le han sido impuestas.  
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Diversos sectores de la sociedad ante las crecientes tasas de participación de adolescentes en 
delitos, plantean la necesidad de aumentar el tiempo de las sanciones, para dar respuesta por via 
del “castigo”, a la impotencia manifiesta por la familia y la misma sociedad frente al infractor 
adolescente, siendo preciso revisar la efectividad del procedimiento judicial que se adelanta y 
como es que la realidad social desbordada, ha hecho inoperante los objetivos previstos enla ley, 
tornandose ésta distante o de espalda a la realidad del adolescente. 
 
Situación que genera interrogantes en diferentes niveles de la sociedad, en relación con las 
medidas que se han tomado con los infractores adolescentes, causando desconfianza hacia la 
administración y aplicación de la justicia, circunstancia que resquebraja los valores y principios 
que motivaron la creación del sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 
 
Para ello es indispensable empezar por realizar la distinción entre infractores primarios, 
entendiendo por estos a quienes por primera vez se encuentran inmersos en un proceso penal, en 
calidad de sujetos activos e infractores reincidentes, quienes habiendo sido sancionados, incurren 
en nuevas conductas ilicitas. De la misma manera se hace necesario determinar que frente a 
conductas graves la sanciòn no puede ser la misma, independiente del respeto, claro esta, de los 
derechos y garantías fundamentales que como persona le asisten, siendo importante traer a 
colasión, como a nivel internacional existen diferencias en cuanto a la edad mínima a partir de la 
cual los niños, niñas y adolescentes pueden ser considerados responsables penalmente, 




El carácter pedagógico del sistema se refleja directamente en las sanciones que establece la 
ley, como son: amonestación, imposición de reglas de conducta, prestación de servicios a la 
comunidad, libertad asistida, internación en medio semi-cerrado y privación de la libertad en 
centro de atención especializada.  
 
El instituto colombiano de bienestar familiar en el consolidado nacional de 2007 a octubre de 
2014, determinó que el 21,2% de los adolescentes han sido remitidos a centros de atención 
especializados privados de la libertad,  el 22.4% fue sancionado con imposición de reglas de 
conducta y 26,9% con libertad vigilada. En la siguiente grafica se reflejan otras medidas que 
igualmente han sido impuestas durante el mencionado lapso: 
 
Gráfica 9. Consolidado Nacional – Sanciones en el Periodo Analizado 15 de mayo de 2007 – 30 
de octubre de 2014   
 
 
Fuente: Instituto de Bienestar Familiar. (2014). Subdirección de responsabilidad penal consolidado 






De los 52.061 Adolescentes que se han sancionado en el País desde que inicio el SRPA, el 
21.2% han sido remitidos a Centro de Atención Especializada, siendo la tercera sanción más 
impuesta precedida de reglas de conducta con el 22,4% y  la Libertad Vigilada con 26,9%. 
(Instituto de Bienestar Familiar, 2014) 
Es preciso tener en cuenta que la sanción de privación de la libertad, contenida en el artículo 
187 del código de la infancia y la adolescencia, tiene como destinatarios a los adolescentes 
mayores de 16 y menores de 18 años, hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena 
mínima establecida en el código penal sea o exceda de seis (6) años de prisión, así como para los 
adolescentes mayores de catorce (14) años que sean hallados responsables de los delitos de: 
homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, 
integridad y formación sexual.  
Es necesario en este punto partir de un caso concreto como es el de la ciudad de Bogotá, con 
fundamento en las cifras suministradas por el centro de estudio de análisis en convivencia y 
seguridad ciudadana, respecto del año 2014: 
Gráfica 10.  




Fuente: Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. (2004). Sistema de responsabilidad penal para adolescentes en 




El hurto y el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes ocupan el 77% (6199) del total 
de los delitos por los que ingresaron los adolescentes al sistema de responsabilidad penalpara 
adolescentes en el año 2014. (Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 2004).    
 
Frente a los delitos que tienen un mayor porcentaje de ingresos por parte de adolescentes al 
sistema de responsabilidad penal, tenemos que los que superan la pena de prisión de seis años son: 
hurto calificado, extorsión, homicidio, delitos sexuales, violencia intrafamiliar y trafico 
fabricación o porte de estupefacientes (según la cantidad incautada),  la sanción de privación de la 
libertad en estos eventos como quedo indicado no es aplicable al menor de 16 años, con  
excepción de las conductas descritas en el artículo 187 inc.3 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, generándose un vacío frente a este grupo poblacional. 
 
Remitiéndonos a la información suministrada en el consolidado nacional del instituto 
colombiano de bienestar familiar, al advertir el rango de edad con mayor incidencia en la 
comisión de delitos, se hace necesario entrar a analizar el tratamiento que se ha venido dando a los 
adolescentes infractores menores de 16 años, pues  al respecto, fue el mismo legislador que 
contemplo los criterios aplicables al momento de definir la sanción, entre ellos considero la 
proporcionalidad e idoneidad de la sanción,  alejándose de la regla de Beijíng 5.1., la que hace 




La fijación de rangos de edad para la aplicación de la ley es necesaria, pero también lo es 
que el criterio para diferenciar el tratamiento para nuestro caso es eminentemente biológico y no 
atiende al daño causado al bien jurídico protegido, siendo inocua la diferenciación en el 
tratamiento cuando frente a conductas graves la sanción de privación de la libertad se determina 
atendiendo la edad del infractor y no la infracción cometida. 
 
El sistema de responsabilidad penal para adolescentes colombiano, consideró los aspectos 
generales las acciones que son aceptadas internacionalmente, sin embargo como quedo claro, 
existe una evidente desproporción para el caso de delitos graves entre la sanción impuesta y el 
delito cometido. 
 
De otro lado, se constituye una burla a ley penal, cuando en el parágrafo del artículo 187 del 
código de la infancia y la adolescencia se señala que: 
 
… si estando vigente la sanción de privación de la libertad, el adolescente cumpliere los 18 
años, esta podrá continuar hasta que éste cumple los 21 años. En ningún caso esta sanción 
podrá cumplirse en sitios destinados a infractores mayores de edad. 
… 
 
En consecuencia ningún adolescente sancionado por un delito grave estará privado de la 
libertad por ocho años, pues al cumplir los 21 años de edad, su pena debe ser sustituida, situación 




En este orden de ideas, es que es viable acudir al derecho comparado citado por la honorable 
Corte Constitucional, al relacionar en la decisión C-203 de 2005 en el cual se evidencia que en 
muchos Estados se da un tratamiento proporcional a los infractores atendiendo a la gravedad del 
hecho con independencia de su edad. 
 
Atendiendo lo anteriormente expuesto, es pertinente estudiar la posibilidad de plantear una 
reforma al sistema de responsabilidad penal para adolescentes previsto en la ley 1098 de 2006, 
para que de manera más realista, responda al adolescente infractor y a la sociedad atendiendo las 
finalidades protectoras y educativas exigidas en los estándares internacionales. 
 
3.2 Planteamientos de Reforma al Sistema de Responsabilidad Penal Colombiano  
 
Para iniciar esta reflexión, se encuentra muy a propósito la conclusión del libro la 
responsabilidad psicológica del menor infractor (Restrepo, 2004), el cual fue publicado en 
vigencia del código del menor y que revisado no ha perdido actualidad aún en desarrollo de la ley 
1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia: 
 
Lo que está plasmado a nivel teórico en este trabajo no es más que la corroboración de 
lo que a diario se observa en la realidad, en esta sociedad colombiana, los menores 
delinquen sabiendo que lo hacen, se amparan en su minoría de edad, en el tratamiento 
inadecuado que reciben por ser infractores y se motivan aún más a delinquir sabiendo 
que por sus conductas no serán juzgados ni reclamados conforme la magnitud de sus 




Atendiendo los hallazgos realizados en la exploración del tema analizado, es procedente dar 
cumplimiento al llamado efectuado por la Corte Constitucional en Sentencia C-684 de 2009 que 
expreso:  
 
…Segundo. Exhortar al Congreso de la República para que revise la cuestión y 
decida si en virtud de los principios de especificidad y diferenciación es necesario 
expida una normativa que regule el procedimiento para la investigación y 
juzgamiento de los adolescentes sorprendidos en flagrancia.  
Haciendo extensiva la sugerencia de la Corte Constitucional a todo el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes, en tanto este requiere de manera integral una revisión 
tendiente a su reforma, frente a la convocatoria que realizan igualmente los sujetos del mismo, 
pues ante el aumento de la delincuencia juvenil, como se refleja en las cifras, son los mismos 
destinatarios de la ley, quienes señalan la poca persuasión de la ley para evitar que recaigan en 
este tipo de conductas e igualmente la escasa efectividad que tiene la sanción frente al reincidente. 
 
La reforma legislativa, implicaría rescatar del procedimiento vigente la permanencia de  las 
bases del sistema contenido en la Ley 906 de 2004, como son sus principios rectores, sumados a 
las finalidades contenidas en el artículo 140 del Código de la infancia y la adolescencia, para 
atender por esta vía, su carácter especialísimo, pero no por ello distante de la realidad, de cara al 
aumento no solo de las infracciones a la ley penal, sino al grado de lesividad de los bienes 
jurídicos afectados. 
 
Así las cosas, es viable pensar en la posibilidad de una reforma legislativa, que permita la 
variación de la aplicación de la sanción en el Sistema de responsabilidad penal para adolescentes 
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en el sentido de tener en cuenta al momento de la imposición de la sanción, no solo la edad del 
infractor sino la gravedad del daño causado, concretando la propuesta respecto de la aplicación del 
artículo 187 del código de la infancia y la adolescencia.   
 
Dentro de las funciones generales de la pena, previstas en el artículo 4 del código penal, se 
encuentran: Prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y 
protección al condenado. 
 
Finalidades que son extensivas a las sanciones previstas en el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes, además de las contempladas en el artículo 178 del código de la infancia y 
la adolescencia: Protectora, educativa y restaurativa. 
 
Así las cosas y en razón a que el Estado no puede renunciar a la lucha contra la delincuencia 
y la protección real de los miembros de la sociedad, es adecuado que dentro del marco de los 
tratados internacionales relacionados con la justicia para adolescentes, el derecho penal responda 
efectivamente a la sociedad y al adolescente infractor. 
 
Desde el punto de vista genérico, en el actual sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes en  Colombia, para proferir una sanción se atiende a la finalidad protectora y 
educativa, sin embargo, debe responder a criterios como la mínima intervención, la racionalidad y 
la proporcionalidad, este último se deja de lado entendido como la relación que debe existir entra 
la conducta punible realizada y la sanción impuesta,  como lo pone de manifiesto el artículo 187 
del código de la infancia y la adolescencia, en el que se limita la privación de la libertad en centro 
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de atención especializado a los adolescentes mayores de 16 años, no obstante un adolescente 
menor de esa edad, puede incurrir en la misma conducta y recibirá otra sanción por prohibición 
legal, rompiendo el principio de proporcionalidad que rige nuestro sistema penal. 
 
Como se ha venido indicando en desarrollo del artículo, dentro del sistema de 
responsabilidad penal, tanto el proceso como las medidas deben tener un carácter pedagógico, 
especifico y diferenciado en relación con el sistema de adultos, atendiendo a la nueva concepción 
garantista, en la que los destinatarios de la ley son concebidos como sujetos de derechos y 
consecuencialmente titulares de garantías procesales, acorde con lo previsto en la convención 
sobre los derechos del niño:  
 
Artículo 40.1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue 
que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber 
infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la 
dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y 
la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función 
constructiva en la sociedad. (Meléndez, F. 2012 p.215) 
 
Garantía que así enunciada, tiene como fundamento la comprensión de la dimensión 
pedagógica del proceso y de la sanciones, estás últimas como resultado del análisis del operador 
de justicia quien a través de la ponderación  de diversos aspectos debe llevar al adolescente a 
comprender la correlación entre derechos y deberes, así a partir de este análisis se cumple con el 
objetivo pedagógico o educativo. 
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Entonces es necesario, sin perder de vista el interés superior del menor, hacer tangible la 
aplicación del principio de proporcionalidad, el cual se extrae de la regla 5.1 de Beijing, de la 
siguiente forma: 
 
5.1. El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de estos y garantizará 
que cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo momento proporcionada a 
las circunstancias del delincuente y del delito”. (Naciones Unidas Derechos Humanos, 
Reglas de Beijing, 1985). 
 
Al hacer referencia al principio de proporcionalidad, es necesario comprender que consiste en 
establecer límites para la acción penal del Estado y en punto al tema tratado frente a la imposición 
de sanciones punitivas, entendiéndose que debe existir un equilibrio entre la gravedad de la 
conducta y la pena o la sanción.  En síntesis y en referencia al sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes es la búsqueda de la sanción más adecuada para el  infractor atendiendo la 
gravedad de la conducta. 
 
 El principio de proporcionalidad es visto desde dos perspectivas, la proporcionalidad 
abstracta que hace relación a la pena prevista para una conducta determinada en la ley y la 
proporcionalidad concreta entendida como la imposición de la pena o la sanción para el hecho 
concreto objeto de juicio. 
 
La regla 2.3 de Beijing efectúa recomendaciones a los Estados, tendientes a que las leyes 
cuyos destinatarios sean los adolescentes infractores, atiendan a la aplicación de lo previsto en las 
reglas mínimas, tanto desde lo judicial como en lo práctico, de la siguiente manera: 
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2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, 
normas y disposiciones aplicables específicamente a los menores delincuentes, así 
como a los órganos e instituciones encargados de las funciones de administración 
de la justicia de menores, conjunto que tendrá por objeto: 
a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo 
tiempo proteger sus derechos básicos; 
b) Satisfacer las necesidades de la sociedad; 
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación….(Naciones 
Unidas Derechos Humanos, Reglas de Beijing, 1985) 
 
En respuesta a ese tratamiento diferencial y especifico fue promulgada la Ley 1098 de 2006, 
concretamente el libro segundo de la misma que contempla el sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes, sin embargo, frente a la regla 5.1 de Beijin que contiene el principio de 
proporcionalidad ya tantas veces mencionado, no se refleja dentro de la misma ley acorde con lo  
indicado, concretamente en referencia al artículo 187 ley 1098 de 2006, que dispone: 
Art. 187. LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. <Artículo modificado por el artículo 90 de 
la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> La privación de la libertad en centro 
de atención especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y 
menores de dieciocho años (18) que sean hallados responsables de la comisión de delitos 
cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de seis años de prisión.  
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En estos casos la privación de libertad en centro de atención especializada 
tendrá una duración desde un (1) año hasta cinco (5) años, salvo lo dispuesto 
en los incisos siguientes. 
…  
La privación de libertad en Centro de Atención Especializada se aplicará a los 
adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años, que 
sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas 
sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación 
sexual. (Ley 1098 de 2006). 
Frente a la proporcionalidad conducta-sanción, se hace visible que el legislador contempló 
en la norma citada un trato diferencial entre los mismos infractores menores de edad, se observa 
que la privación de la libertad en centro de atención especializado, se encuentra dirigida como 
sanción a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años declarados 
responsables de delitos con pena mínima prevista en el código penal de seis años, en tanto que los 
adolescentes infractores menores de dieciséis y mayores de catorce años solo podrán ser 
sancionados con privación de la libertad  en los eventos concretos como son el homicidio doloso, 
secuestro o extorsión y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual. 
 
Entendiendo que el principio de proporcionalidad, supone la declaración  de responsabilidad 
del denominado sujeto activo de la infracción a quien se le reconocen como se ha indicado 
derechos y obligaciones, igualmente de la culminación de un proceso desarrollado atendiendo 




No es admisible en consecuencia, que un factor como la edad, implique distinción para que 
frente a una misma conducta punible con sanción mínima de seis años se establezcan sanciones 
diferentes, cuando siendo la finalidad de las sanciones la búsqueda del bienestar del adolescente 
infractor, el que comprende aspectos como la protección y educación, por lo que es exigible al 
sistema asegurar las medidas para proteger sus derechos y suministrarle herramientas necesarias 
para contribuir en su desarrollo integral y apoyar desde la sanción su reintegración a la sociedad.  
 
En el entendido que el delito afecta un bien jurídico protegido por la ley, el principio de 
proporcionalidad implica que exista proporción entre la conducta punible, el daño causado con 
ella y la sanción, por lo que debe facilitársele al juzgador los elementos para que dentro de los 
límites de mínimos y máximos de la sanción, la respuesta se adecue a las circunstancias concretas 
de la acción, pero además a las circunstancias personales del infractor y no solamente atender a 
unos parámetros basados en un factor como la edad, para fijar la sanción. 
En consecuencia, es necesario recodar que a partir del artículo 29 de la Constitución 
Nacional, nuestro ordenamiento penal, está caracterizado por ser un derecho penal de acto, según 
el cual, solo se castiga al hombre por lo que hace, no por lo que es, ni por lo que desea, piensa  o 
siente, aspecto que frente al inciso tercero del artículo 187 de la ley 1098 de 2006 ha sido dejado 
de lado por el sistema de responsabilidad penal para adolescentes, pues se ha centrado en hacer 
relevantes las condiciones bio-psicosociales del adolescente infractor, frente a la imposición de la 
sanción de privación de la libertad, respecto de un adolescente infractor que se encuentre entre 14 
y 15 años de edad, aspecto a analizar de conformidad con el mencionado inciso, en primer lugar 
es la edad y posteriormente que no se trate de las conductas allí enunciadas y  si bien es cierto, es 
necesario el análisis individual de los aspectos anteriormente mencionados, también lo es que a 
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partir de la filosofía de la  protección integral, recogida en las recomendaciones contenidas en la 
Convención sobre los Derechos del Niño y las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores, “reglas de Beijín”, la sanción debe responder al principio 
de proporcionalidad . 
 
En términos de política criminal, se analiza el principio de proporcionalidad el cual en 
consonancia con el principio de mínima intervención, contempla  pertinente  considerar la sanción 
privativa de la libertad como aplicable de manera exclusiva para  aquellas conductas que atacan de 
manera grave los bienes jurídicos protegidos. Situación que se afirma en el informe final, rendido 
por la comisión asesora de política criminal de junio de 2012, en relación con el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes, que indicó:  
 
El proceso penal en el sistema penal adolescente se debe caracterizar por ser garantista, 
asegurar el interés superior del niño o de la niña, ser rápido y ágil, basado en un derecho 
penal de acto y en el principio de culpabilidad, guiado por el principio de mínima 
intervención, y por ello la pena de prisión no es la medida principal sino que se trata de una 
medida que se reserva para los casos más graves 
https://www.minjusticia.gov.co/Portals/0/info%20poli%20criminal_final23nov.pdf  
 
Lo anterior respondiendo a los imperativos de un Estado social de derecho que a través de 
sus instituciones debe velar por la vida, convivencia, trabajo, justicia, entre otros derechos, 
constituyéndose en una omisión del Estado, no actuar con los medios constitucionales y legales, 
para que los adolescentes infractores de la ley, encontrados responsables penalmente sean 
sancionados, ateniendo los mismos criterios indistintamente de su edad. 
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Frente a este aspecto, es importante resaltar los comentarios que realiza la doctrina, con 
relación a la norma anteriormente citada: 
 
A este punto debemos anotar que en el último de los supuestos mencionados, el legislador 
parece haber seleccionado de manera caprichosa y sin mayor criterio criminológico en 
elenco de especies delictuales en las que procede la privación de libertad frente a mayores de 
catorce y menores de dieciocho; estimamos que también debieron ser incluidas formas 
delictuales de inusitada gravedad y frecuencia en nuestro medio…(Pabón P, 2007. P 207) 
 
 Toda vez que es la misma ley la que prevé el deber de los operadores de justicia de atender 
las finalidades de las sanciones, es preciso, acudir a conceptos psicológicos que si bien no son el 
objeto final de esta investigación, apoyan el argumento de realizar una reforma legislativa que 
atienda a la correlación existente entre conducta – sanción e interés superior del adolescente 
infractor a partir de su capacidad de comprensión. Es así como lo plantean diferentes teorías, 
respecto de la capacidad de comprensión de los adolescentes infractores: 
 
Si miramos con detenimiento las teorías psicológicas abordadas y la teoría psico-analítica, 
concluimos que estas dotan al adolescente de capacidad para comprender que está realizando 
una conducta que es considerada por la sociedad y por el ordenamiento jurídico como 
ilícitas, está dotado de elementos biológicos y psicológicos que lo facultan para efectuar 
razonamientos y tomar una decisión acorde o no con la normatividad vigente, comprende los 
resultados dañinos que viene con la ejecución de un delito y más aún disfruta 




Así las cosas puede afirmarse, que el adolescente es capaz de distinguir entre lo legal y lo 
ilegal y por tanto, frente a la comisión de una conducta punible, espera la sanción correspondiente.  
 
El parágrafo del artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece:  
 
…Si estando vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente cumpliere 
los dieciocho (18) años, esta podrá continuar hasta que éste cumpla los veintiún (21) 
años. En ningún caso esta sanción podrá cumplirse en sitios destinados a infractores 
mayores de edad”. (Ley 906 de 2008). 
 
Por lo anterior, es necesario la reforma del parágrafo del artículo 187, a efectos de establecer 
en relación con el cumplimiento total de la sanción impuesta siendo adolescente y al cumplir los 
veintiún (21) años no ha terminado su proceso con los fines previstos en la ley o conforme con la 
ponderación proporcional efectuada por el juzgador y por tanto debe continuar con el tratamiento 
de reinserción y reeducación, separado de los menores de edad hasta la culminación de su sanción 
y alcance los objetivos propuestos en el fallo al momento de la imposición de la sanción. Lo 
anterior, previa audiencia en la que debe ser escuchado el equipo técnico y los representantes de 
las entidades que han intervenido en el proceso de cumplimiento de la sanción y en lo posible la 
participación de la víctima. 
 
Si bien es cierto, la finalidad de este enunciado es que una vez el infractor alcance los 
veintiún años de edad, cese la privación de la libertad y atendiendo a que la  sanción fue prevista 
de acuerdo al principio de proporcionalidad, se hace necesario que esa libertad cumpla con los 
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parámetros contemplados en el artículo 185 del Código de la Infancia y la Adolescencia hasta el 
cumplimiento total de la sanción, el cual establece: 
 
Art.185. LA LIBERTAD VIGILADA. Es la concesión de la libertad que da la autoridad 
judicial al adolescente con la condición obligatoria de someterse a la supervisión, la 
asistencia y la orientación de un programa de atención especializada… (ley 1098 de 2006) 
 
Los anteriores planteamientos, se proponen desde el respeto de la protección integral del 
adolescente infractor, siempre con prevalencia del reconocimiento de sus derechos fundamentales 
y con las garantías procedimentales previstas en la ley, dando respuesta a la sociedad que se ve 
afectada en sus diferentes ámbitos, empezando por la familia del infractor. 
 
Con este proyecto de reforma se pretende responder de manera eficaz tanto al adolescente 
infractor como a la sociedad atendiendo a las necesidades subjetivas del primero y la búsqueda de 
una real proporcionalidad entre el daño causado y la sanción, dando herramientas a los operadores 




Resumiendo los resultados del presente análisis, las conclusiones generales que podemos 
extraer son las siguientes: 
 
A fin de adoptar el juzgamiento de adolescentes infractores, Colombia introdujo en su 
legislación instrumentos internacionales que rigen la materia como son: la convención sobre los 
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derechos del niño, pacto internacional de derechos civiles y políticos, directrices de las naciones 
unidas para la prevención de la delincuencia juvenil “Reglas de Riad” y las reglas mínimas de las 
naciones unidas para la administración de la justicia de menores “Reglas de Beijing”, con 
fundamento en el artículo 93 de la Constitución Nacional. 
 
La ley 1098 de 2006, pretendió dar respuesta a cada uno de los instrumentos internacionales 
que establecen pautas para el procesamiento de adolescentes en conflicto con la ley, dejando atrás 
una visión de menor inimputable, enfermo e incapaz, pero además sin garantía alguna 
procedimental pues era el criterio del juez el que prevalecía como absoluto. En la actualidad existe 
una legislación garantista que propugna por el interés superior del menor, sin desconocer el 
avance respecto de la investigación y juzgamiento con un trato pedagógico, específico y 
diferencial. 
 
De esta manera se habilitará el tratamiento que adelantaran las autoridades judiciales, frente 
a la responsabilidad de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal, atendiendo las 
especiales condiciones de cada uno y el valor o gravedad de la transgresión, constituyéndose en 
consecuencia la necesidad de implementar un cambio de legislación, que responda a la realidad, 
en consonancia con los tratados y convenios internacionales. 
 
Aun cuando se evidencia el avance legislativo, respecto del reconocimiento del niño, niña o 
adolescente como sujeto de derechos y obligaciones, así como de la implementación de un sistema 
garantista para la investigación y juzgamiento de las conductas ilícitas cometidas por menores de 
edad  y la fijación de criterios  para definir las sanciones, pues se atiende entre otros a la 
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naturaleza y gravedad de los hechos, se advierte el vacío frente a la respuesta del Estado en 
relación con las conductas graves y la sanción correspondiente, cuando el infractor sea menor de 
dieciséis años, estableciéndose una ruptura con el principio de proporcionalidad entre la infracción 
y la sanción en atención al factor edad del sujeto activo.  
 
Para resarcir dicho vacío, es necesario ampliar el rango de edad para la aplicación de la 
sanción de privación de la libertad imponer de forma proporcional la sanción, frente a una misma 
conducta juzgada. 
 
Con relación al parágrafo del artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia y ante 
el cumplimiento de una sanción por parte de quien alcanza los veintiún años, es preciso plantear la 
reforma para que al conceder la libertad por dicho factor, se trate de una libertad vigilada, acorde 
con los parámetros del artículo 185 de la misma normatividad y por el tiempo que le reste, para el 
cumplimiento total de la misma. Lo anterior igualmente en cumplimiento del principio de 
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